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Providencia:                              
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Radicación Nro.


66001-31-05-005-2015-00064-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Harold Ancizar Valencia Aguirre 

Demandados:


Promasivo S.A. y Megabus S.A.

Llamados en garantía:                     Sistema Integrado de Transporte SI 99 S.A. y otros.

Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
               Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Tema: EXAMEN DE LA BUENA FE FRENTE A LAS SANCIONES MORATORIAS – OPERADOR DE BUS ALIMENTADOR – SOLIDARIDAD - TRANSACCIÓN – SALARIO BASE DE LIQUIDACIÓN - En sentencia de 14 de julio de 2016, la funcionaria de primer grado con base en el Acuerdo de Transacción suscrito el 10 de agosto de 2015 entre el demandante y la sociedad Liberty Seguros S.A., declaró que entre el señor Harold Ancizar Valencia Aguirre y Promasivo S.A. existió un contrato de trabajo entre el 14 de mayo de 2012 y el 2 de septiembre de 2014, en el que no fue incluido el pago de las vacaciones, motivo por el que, con base en un salario promedio de $1.187.881, condenó a Promasivo S.A. a reconocer y pagar por ese concepto la suma de $1.118.714.

(…)
Respecto al examen de la buena o mala fe, el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral en innumerables sentencias, siendo algunas de ellas las de 6 de mayo de 2005 radicación Nº 22.905, 17 de agosto de 2011 radicación 35.938, SL 471 de 24 de julio de 2013 y SL 587 de 21 de agosto de 2013 radicación Nº 41.937, ha sostenido que tal evaluación debe hacerse respecto a los motivos que tuvo el verdadero empleador para no cumplir con las obligaciones derivadas del contrato de trabajo y no respecto al beneficiario de la obra, quien responde solidariamente, no porque se le extienda a ella el equivocado actuar del contratista independiente, sino porque por disposición de la Ley, esa responsabilidad se deriva de su posición de garante;…
(…)
Bajo esas circunstancias, nótese que dentro del Acuerdo Transaccional no se zanjaron la totalidad de las obligaciones derivadas del contrato de trabajo, pues en el él no fue incluido el pago de vacaciones, ni el de los aportes al Sistema General de Pensiones, situación ésta que habilitaba a la falladora de primera instancia a estudiar si, tal y como se afirmaba en la demanda, al trabajador no se le habían cancelado las vacaciones, como en efecto lo encontró demostrado, al no haber acreditado el empleador que su trabajador las había disfrutado o que en su defecto se le habían compensado, e igualmente si Promasivo S.A. había cancelado la totalidad de aportes para pensión y en la forma correcta, llegando a la conclusión de que había algunos ciclos en mora y otros pagados con base en el salario mínimo legal mensual vigente.
(…)

No obstante lo anterior, se queja la sociedad Megabus S.A. que en el Acuerdo Transaccional las partes fijaron el salario correspondiente con base en el cual se realizaron las respectivas liquidaciones de las prestaciones sociales, por lo que al haber sido aceptado por el trabajador, el mismo no podía ser modificado dentro del proceso, sin embargo, al revisar todas y cada una de las cláusulas del relacionado Acuerdo Transaccional, no se evidencia que las partes allí firmantes hayan fijado a ciencia cierta el salario base para liquidar los conceptos que Liberty Seguros S.A. se comprometió a cancelar, ni tampoco se discriminaron individualmente los conceptos que se pagaban, pues de haber sido así, fácil resultaría calcular cual fue el salario base para realizar las liquidaciones.

Así las cosas, a pesar de que el trabajador aprobó la liquidación realizada y con ello el salario base con el cual se calcularon las mismas, lo cierto es que del contenido de ese Acuerdo Transaccional no se logra deducir cual fue el valor tomado para ello, situación ésta que habilitó a la funcionaria de primera instancia a buscar dentro del expediente las pruebas que dieran fe de cuál era el monto devengado por el actor, concluyendo que en el último año en promedio devengó la suma de $1.187.881, con base en el cual calculó lo que se le adeudaba por concepto de vacaciones, sin que la forma en que fue liquidado el mismo haya sido un tema controvertido por las partes, por lo que no hay lugar a analizar si el mismo estuvo correctamente o no realizado, de conformidad con el principio de consonancia previsto en el artículo 66A del C.S.T.

(…)
Bajo esa perspectiva, para que pudiera hacerse el estudio sobre la base de que Promasivo S.A. no pudo cumplir con sus obligaciones laborales por inconvenientes de tipo administrativo y económico, le correspondía a la empresa probar su afirmación, sin embargo, no allegó material probatorio que diera fe de ello, como pudieran ser las copias de los libros contables que deben conformar las sociedades comerciales, y que son indispensables para el asiento de sus operaciones, como lo dispone el artículo 48 del Código de Comercio.

Así pues, al no haber demostrado que la falta de pago obedeció a un actuar revestido de buena fe, imposible resulta exonerar al empleador de la condena impuesta por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito por concepto de indemnizaciones moratorias, siendo del caso anotar, que la última de ellas, esto es, la prevista en el artículo 65 del C.S.T., según lo dispuesto por el Juzgado, corrió hasta el 10 de agosto de 2015, fecha en la que no había iniciado el proceso de liquidación obligatoria ordenado por la Superintendencia de Sociedades a partir del 26 de noviembre de 2015, como se evidencia en el certificado de existencia y representación emitido por la Cámara de Comercio de Pereira –fls.266 a 268-.

Finalmente, respecto a la inconformidad planteada por Megabus S.A. referente a que en su calidad de solidario responsable no se le puede extender la mala fe del verdadero empleador, debiéndosele exonerar en consecuencia del pago de las sanciones moratorias fulminada en el curso de la primera instancia, de conformidad con lo enseñado por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, su responsabilidad solidaria frente a este tipo de condenas se le extiende como garante de las acreencias laborales ocasionadas por el incumplimiento del verdadero empleador por virtud de la ley, y no, como lo refiere Megabus S.A., porque se le haya extendido la culpa en la que incurrió Promasivo S.A. en calidad de empleador; razón por la que no puede exonerarse a la beneficiaria de la obra del pago de las mencionadas indemnizaciones.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA
Hoy, dos de agosto de dos mil diecisiete, siendo las tres y quince de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por las sociedades PROMASIVO S.A. y MEGABUS S.A. en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 14 de julio de 2016, dentro del proceso que les promueve el señor HAROLD ANCIZAR VALENCIA AGUIRRE y cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2015-00064-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES

Pretende el señor Harold Ancizar Valencia Aguirre que la justicia laboral declare que entre él y la sociedad Promasivo S.A existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 14 de mayo de 2012 y el 2 de septiembre de 2014 y con base en ello aspira que se condene a esa sociedad a reconocer y pagar las cesantías del año 2013, las vacaciones, los aportes no realizados a Colpensiones y el valor correspondiente al salario realmente devengado por las cotizaciones hechas con base en el salario mínimo legal mensual vigente, la indemnización del artículo 64 del C.S.T., las sanciones moratorias por no consignación de las cesantías y la prevista en el artículo 65 del C.S.T., todo ello debidamente indexado y las costas procesales a su favor.

Igualmente solicita que se declare que la sociedad Megabus S.A. es solidariamente responsable de las condenas que se le impongan a la sociedad Promasivo S.A.

Después de explicar la naturaleza jurídica y los objetos sociales de las entidades demandadas, refirió que: Suscribió contrato de trabajo a término fijo por 6 meses a partir del 14 de mayo de 2012 con la empresa Promasivo S.A., para desempeñar el cargo de operador de bus alimentador y cumpliendo horarios rotativos entre las 4:00 am y las 12:00 pm; en “acta de acuerdo para la modificación del contrato de trabajo” él y Promasivo S.A. decidieron cambiar la modalidad del contrato, pasando a ser a término indefinido; debido a los incumplimientos en el pago de sus obligaciones, Megabus S.A. le impuso sucesivas multas a Promasivo S.A.; ante los continuos incumplimientos por parte de Promasivo S.A., los trabajadores realizaron siete ceses de actividades entre los años 2011 y 2014, lo que llevó a que se suscribieran varios acuerdos entre las demandadas, el Ministerio del Trabajo, la Alcaldía de Pereira y los trabajadores; el 2 de septiembre de 2014 remitió carta al empleador, en donde le informó que daba por terminado el contrato ante los continuos incumplimientos de las obligaciones en el pago de salarios, prestaciones sociales, vacaciones, entre otros; en oficio de 4 de septiembre de 2014 Promasivo S.A. le aceptó la renuncia, dando por ciertos de esta manera los argumentos.
Durante el año 2014 devengó un salario básico de $895.352, una bonificación periódica de $100.000, más horas extras, dominicales y festivos, lo que arroja un salario promedio igual a $1.367.216; las cesantías del año 2013 no fueron consignadas al fondo Protección S.A.; no se le han cancelado los aportes a pensión de los periodos comprendidos entre abril a diciembre de 2013, exceptuando el mes de noviembre, pues ese ciclo si fue cotizado, pero con base en un salario mínimo legal mensual vigente, lo que continuó realizándose en los periodos de enero a septiembre de 2014; el 14 de octubre de 2014 presentó reclamación administrativa ante Megabus S.A., quien el 13 de noviembre de 2014 negó las solicitudes.

Al contestar la demanda –fls.85 a 96- aceptó casi todos los hechos narrados por el actor, menos los relacionados con la aceptación de la renuncia, los supuestos acuerdos suscritos por el cese de actividades, lo atinente al pago de los aportes a pensión, respecto de los cuales dijo que no eran ciertos o que no le constaban. No se opuso a que se declare la existencia del contrato de trabajo, pero si frente a la mayoría de las peticiones condenatorias, menos la atinente al pago de algunas prestaciones sociales que se le adeudan al demandante. Propuso las excepciones de mérito de “Prescripción”, “Inexistencia parcial de las obligaciones demandadas”, “Cobro de lo no debido” y “La Genérica”.

Por su parte Megabus S.A. –fls.230 a 238- al dar respuesta al libelo introductorio aceptó los hechos relacionados con la reclamación administrativa y su respuesta. Frente a los demás hechos relacionados anteriormente indicó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito “Prescripción” e “Improcedencia de la declaratoria de solidaridad de Megabus S.A., en los términos del artículo 34 del C.S.T."
En escritos anexos –fls.243 a 251- Megabus S.A. solicitó que fueran llamadas en garantía las sociedades Sistema Integrado de Transporte SI 99 S.A., López Bedoya y Asociados y Cia S. en C. y Liberty Seguros S.A., en consideración a que las dos primeras son deudoras solidarias de Promasivo S.A. de conformidad con el contrato de concesión Nº 01 de 2004 y frente a la aseguradora, debido a que ese contrato fue amparado mediante la suscripción de la póliza Nº 1937092 de 22 de agosto de 2013, vigente entre el 22 de agosto de 2011 hasta 22 de agosto de 2017.

Por medio de auto de 19 de junio de 2015 –fl.260- el Juzgado Quinto Laboral del Circuito admitió las contestaciones de la demanda y los llamamientos en garantía solicitados por Megabus S.A., motivo éste último por el que ordenó suspender el proceso hasta que se efectuara la citación a las llamadas en garantía, de acuerdo con lo previsto en el artículo 56 del C.P.C.
Vencido ese plazo, el juzgado mediante auto de 3 de diciembre de 2015 –fl.261- decidió continuar el proceso sin la comparecencia de las entidades llamadas en garantía, en consideración a que Megabus S.A. no adelantó las gestiones pertinentes para su vinculación.
En sentencia de 14 de julio de 2016, la funcionaria de primer grado con base en el Acuerdo de Transacción suscrito el 10 de agosto de 2015 entre el demandante y la sociedad Liberty Seguros S.A., declaró que entre el señor Harold Ancizar Valencia Aguirre y Promasivo S.A. existió un contrato de trabajo entre el 14 de mayo de 2012 y el 2 de septiembre de 2014, en el que no fue incluido el pago de las vacaciones, motivo por el que, con base en un salario promedio de $1.187.881, condenó a Promasivo S.A. a reconocer y pagar por ese concepto la suma de $1.118.714.
Posteriormente condenó también al empleador a cancelar por concepto de sanciones moratorias por falta de consignación de las cesantías del año 2013 y la no cancelación de las prestaciones sociales, las sumas de $7.331.940 y $13.383.448 respectivamente, corriendo la primera entre el 15 de febrero de 2014 hasta el 2 de septiembre de esa misma anualidad, y la segunda desde el 3 de septiembre de 2014 hasta el 10 de agosto de 2015; sin que hubiese lugar a su exoneración debido a que Promasivo S.A. no demostró que la falta de pago de sus obligaciones hubiese obedecido a una actuación u omisión de buena fe.

También ordenó que se cancelaran los aportes a pensiones de los periodos que van desde el mes de abril de 2013 y septiembre de 2014 teniendo en cuenta el salario devengado por él.
Finalmente declaró que Megabus S.A. es solidariamente responsable de las condenas impuestas a Promasivo S.A.en su calidad de empleador, por ser beneficiario de la obra, como lo prevé el artículo 34 del C.S.T.

Inconformes con la decisión, las sociedades demandadas interpusieron recurso de apelación en los siguientes términos:
Promasivo S.A. sostuvo que no está de acuerdo con que se le haya condenado a cancelar las sanciones moratorias referenciadas anteriormente, en consideración a que está demostrada su actuar de buena fe, ya que su intención nunca fue la de perjudicar los intereses del trabajador, pues la falta de pago de sus obligaciones fueron producto de problemas de orden administrativo y económico.
Por su parte Megabus S.A. expresó que en el Acuerdo Transaccional suscrito entre el actor y la aseguradora Liberty S.A. se zanjaron las obligaciones de orden salarial y prestacional derivadas del contrato de trabajo que se presentó entre el señor Valencia Aguirre y Promasivo S.A., motivo por el que no había lugar a modificar el monto del salario devengado por el trabajador, pues allí él mismo aceptó como salario el fijado en ese Acuerdo, con base en el cual se liquidaron los saldos insolutos.
Igualmente considera que no resulta posible que se le condene a pagar las sanciones moratorias de los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del C.S.T., pues en su calidad de solidaria, no es posible que se le extienda la mala fe del empleador.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURÍDICOS:
De conformidad con Acuerdo de Transacción suscrito el 10 de agosto de 2015 entre el señor Harold Ancizar Valencia Aguirre y al sociedad Liberty Seguros S.A. ¿Quedaron cubiertas todas las obligaciones laborales a cargo del empleador Promasivo S.A.?
¿Quedó demostrado en el proceso que la falta de pago de las obligaciones por parte de Promasivo S.A. se debió a problemas administrativos y económicos de esa sociedad?

De acuerdo con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a exonerar al empleador del pago de las sanciones moratorias a que fue condenado en el curso de la primera instancia?
Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

EXAMEN DE LA BUENA FE FRENTE A LAS SANCIONES MORATORIAS.

Se ha sostenido por la jurisprudencia nacional y la local que este tipo de sanciones no opera de manera automática, pues cada caso debe analizarse con el fin de determinar si la actuación que llevó al empleador a sustraerse del pago oportuno de las prestaciones sociales, estuvo precedido de buena o mala fe.
Respecto al examen de la buena o mala fe, el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria laboral en innumerables sentencias, siendo algunas de ellas las de 6 de mayo de 2005 radicación Nº 22.905, 17 de agosto de 2011 radicación 35.938, SL 471 de 24 de julio de 2013 y SL 587 de 21 de agosto de 2013 radicación Nº 41.937, ha sostenido que tal evaluación debe hacerse respecto a los motivos que tuvo el verdadero empleador para no cumplir con las obligaciones derivadas del contrato de trabajo y no respecto al beneficiario de la obra, quien responde solidariamente, no porque se le extienda a ella el equivocado actuar del contratista independiente, sino porque por disposición de la Ley, esa responsabilidad se deriva de su posición de garante; lo cual explicó en los siguientes términos:

“… esta Sala fijó su posición sobre el verdadero entendimiento del artículo 34 del C. S. T., en cuanto a la responsabilidad solidaria que le cabe al dueño de la obra o beneficiario del trabajo, por la sanción moratoria en que incurre su contratista al no pagar oportunamente a la terminación del contrato de trabajo todo lo adeudado a su trabajador, para señalar que, por virtud de la ley, aquél se convierte en garante del pago de la indemnización correspondiente, no porque se le extienda la culpa, que es exclusiva del empleador, sino por el fenómeno de la solidaridad, de donde en estos casos no resulta procedente, como lo plantea la censura, entrar a estudiar la buena o mala fe del Municipio, porque frente a este marco jurídico resulta irrelevante.”.
EL CASO CONCRETO

A folios 280 a 283 del expediente se observa Acuerdo de Transacción suscrito el 10 de agosto de 2015 entre el señor Harold Ancizar Valencia Aguirre y la aseguradora Liberty S.A., el cual no fue puesto en discusión por ninguna de las partes, contando con plena validez lo allí acordado por el trabajador frente a las obligaciones derivadas del contrato de trabajo que lo unió con la sociedad Promasivo S.A..
Según lo dispuesto en el mencionado Acuerdo, Liberty Seguros S.A. se comprometió a pagarle al señor Valencia Aguirre la suma de $3.782.987 por concepto de cesantías, intereses a las cesantías, primas, salarios insolutos, horas extras y la indemnización por despido sin justa causa, determinándose concretamente en el cláusula cuarta que “… el TRABAJADOR manifiesta que “declara a paz y salvo a: PROMASIVO S.A., MEGABUS S.A. y a LIBERTY SEGUROS S.A.”, específicamente sobre los conceptos señalados en las cláusulas anteriores. Cualquier otro concepto aquí no relacionado, no hace parte del Acuerdo.”.
Bajo esas circunstancias, nótese que dentro del Acuerdo Transaccional no se zanjaron la totalidad de las obligaciones derivadas del contrato de trabajo, pues en el él no fue incluido el pago de vacaciones, ni el de los aportes al Sistema General de Pensiones, situación ésta que habilitaba a la falladora de primera instancia a estudiar si, tal y como se afirmaba en la demanda, al trabajador no se le habían cancelado las vacaciones, como en efecto lo encontró demostrado, al no haber acreditado el empleador que su trabajador las había disfrutado o que en su defecto se le habían compensado, e igualmente si Promasivo S.A. había cancelado la totalidad de aportes para pensión y en la forma correcta, llegando a la conclusión de que había algunos ciclos en mora y otros pagados con base en el salario mínimo legal mensual vigente.

Ahora bien, para poder emitir las correspondientes condenas, la a quo, con base en las pruebas allegadas, hizo el cálculo del salario promedio devengado por el actor en el último año, concluyendo que el mismo ascendía a la suma de $1.118.714, el cual tuvo en cuenta para liquidar y fijar la condena por vacaciones.

No obstante lo anterior, se queja la sociedad Megabus S.A. que en el Acuerdo Transaccional las partes fijaron el salario correspondiente con base en el cual se realizaron las respectivas liquidaciones de las prestaciones sociales, por lo que al haber sido aceptado por el trabajador, el mismo no podía ser modificado dentro del proceso, sin embargo, al revisar todas y cada una de las cláusulas del relacionado Acuerdo Transaccional, no se evidencia que las partes allí firmantes hayan fijado a ciencia cierta el salario base para liquidar los conceptos que Liberty Seguros S.A. se comprometió a cancelar, ni tampoco se discriminaron individualmente los conceptos que se pagaban, pues de haber sido así, fácil resultaría calcular cual fue el salario base para realizar las liquidaciones.
Así las cosas, a pesar de que el trabajador aprobó la liquidación realizada y con ello el salario base con el cual se calcularon las mismas, lo cierto es que del contenido de ese Acuerdo Transaccional no se logra deducir cual fue el valor tomado para ello, situación ésta que habilitó a la funcionaria de primera instancia a buscar dentro del expediente las pruebas que dieran fe de cuál era el monto devengado por el actor, concluyendo que en el último año en promedio devengó la suma de $1.187.881, con base en el cual calculó lo que se le adeudaba por concepto de vacaciones, sin que la forma en que fue liquidado el mismo haya sido un tema controvertido por las partes, por lo que no hay lugar a analizar si el mismo estuvo correctamente o no realizado, de conformidad con el principio de consonancia previsto en el artículo 66A del C.S.T.

En lo que concierne a la imposición de las sanciones moratorias a la empresa Promasivo S.A. en su calidad de empleadora, es del caso indicar que si bien en el recurso de apelación dicha empresa sostiene que la falta de pago de sus obligaciones se debió a problemas de índole económico y administrativo, la verdad es que esa razón por sí sola no sería suficiente para eximirla de la sanción, pues tal y como lo ha dicho la Sala de Casación Laboral reiteradamente y que recordó en sentencia SL11436 de 29 de junio de 2016 radicación Nº 45536 “… en materia de la indemnización moratoria no hay reglas absolutas que fatal u objetivamente determinen cuando un empleador es de buena o de mala fe. Sólo el análisis particular de cada caso en concreto y sobre las pruebas allegadas en forma regular y oportuna, podrá esclarecer lo uno o lo otro. En ese sentido se pronunció igualmente la Corporación en providencia del 30 de mayo de 1994, con radicación 6666, en la cual dejó consignado que: ‘Los jueces laborales deben entonces valorar en cada caso, sin esquemas preestablecidos, la conducta del empleador renuente al pago de los salarios y prestaciones debidos a la terminación del vínculo laboral, para deducir si existen motivos serios y atendibles que lo exoneren de la sanción moratoria...’.”.
Bajo esa perspectiva, para que pudiera hacerse el estudio sobre la base de que Promasivo S.A. no pudo cumplir con sus obligaciones laborales por inconvenientes de tipo administrativo y económico, le correspondía a la empresa probar su afirmación, sin embargo, no allegó material probatorio que diera fe de ello, como pudieran ser las copias de los libros contables que deben conformar las sociedades comerciales, y que son indispensables para el asiento de sus operaciones, como lo dispone el artículo 48 del Código de Comercio.
Así pues, al no haber demostrado que la falta de pago obedeció a un actuar revestido de buena fe, imposible resulta exonerar al empleador de la condena impuesta por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito por concepto de indemnizaciones moratorias, siendo del caso anotar, que la última de ellas, esto es, la prevista en el artículo 65 del C.S.T., según lo dispuesto por el Juzgado, corrió hasta el 10 de agosto de 2015, fecha en la que no había iniciado el proceso de liquidación obligatoria ordenado por la Superintendencia de Sociedades a partir del 26 de noviembre de 2015, como se evidencia en el certificado de existencia y representación emitido por la Cámara de Comercio de Pereira –fls.266 a 268-.
Finalmente, respecto a la inconformidad planteada por Megabus S.A. referente a que en su calidad de solidario responsable no se le puede extender la mala fe del verdadero empleador, debiéndosele exonerar en consecuencia del pago de las sanciones moratorias fulminada en el curso de la primera instancia, de conformidad con lo enseñado por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, su responsabilidad solidaria frente a este tipo de condenas se le extiende como garante de las acreencias laborales ocasionadas por el incumplimiento del verdadero empleador por virtud de la ley, y no, como lo refiere Megabus S.A., porque se le haya extendido la culpa en la que incurrió Promasivo S.A. en calidad de empleador; razón por la que no puede exonerarse a la beneficiaria de la obra del pago de las mencionadas indemnizaciones.
De esta manera quedan resueltos los recursos de apelación interpuestos por las sociedades demandadas.

En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 14 de julio de 2016.

Costas en esta instancia a cargo de las entidades recurrentes en un 50% para cada una de ellas.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 14 de julio de 2016.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a las sociedades recurrentes en un 50% a cargo de cada una de ellas.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
    OLGA LUCIA HOYOS SEPÚLVEDA                                                                   

                                                                                                      Con Impedimento 
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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